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En algunas notarías existen formatos de solicitud de matrimonio civil donde piden datos como los que siguen, sin embargo sugerimos además de llenar el formato de la notaría entregar la solicitud que encuentra a partir de la página 5 de este documento. 

SOLICITUD DE MATRIMONIO

DATOS DE LOS/AS CONTRAYENTES

CONTRAYENTE No. 1

· Nombre:

· Cédula de ciudadanía:

· Cédula de extranjería:

· Pasaporte: 

· Domicilio (ciudad o municipio):

· Dirección de residencia:

· ¿Hace cuánto vive ahí?:

· Teléfono:

· Correo electrónico:

· Lugar y fecha de nacimiento:

Información del Registro civil 

· Tomo Número:

· Folio o serial:

· Oficina:

· Nacionalidad:

· Profesión u oficio:

· Edad:

Estado civil

· Soltero/a:

· Divorciado/a:

· Viudo/a:

Datos de divorcio o viudez: 

Sentencia de divorcio No.: 


Fecha de sentencia:


Número de Juzgado:


Ciudad:

Registro civil de matrimonio (número de serial):


Notaria, fecha y ciudad donde registró el matrimonio:


Registro civil de defunción del cónyuge (número de serial):


Notaría, fecha y ciudad donde registró la defunción:

Liquidación de sociedad conyugal (número de escritura):


Notaría, fecha y ciudad donde registró la liquidación: 

Información familiar

Nombres y edades de los hijos: 

Anexar copia de escritura de inventario solemne de bienes e indicar número, fecha y notaría: 

Nombres de los padres (como aparecen en el registro civil):

 
Padre:


Madre:

CONTRAYENTE No. 2

· Nombre:

· Cédula de ciudadanía:

· Cédula de extranjería:

· Pasaporte: 

· Domicilio (ciudad o municipio):

· Dirección de residencia:

· ¿Hace cuánto vive ahí?:

· Teléfono:

· Correo electrónico:

· Lugar y fecha de nacimiento:

Información del Registro civil 

· Tomo número:

· Folio o serial:

· Oficina:

· Nacionalidad:

· Profesión u oficio:

· Edad:

Estado civil

· Soltero/a:

· Divorciado/a:

· Viudo/a:

Datos de divorcio o viudez: 

Sentencia de divorcio No.: 


Fecha de sentencia:


Número de Juzgado:


Ciudad:

Registro civil de matrimonio (número de serial):


Notaria, fecha y ciudad donde registró el matrimonio:

Registro civil de defunción del cónyuge (número de serial):


Notaría, fecha y ciudad donde registró la defunción:

Liquidación de sociedad conyugal (número de escritura):


Notaría, fecha y ciudad donde registró la liquidación: 

Información familiar

Nombres y edades de los hijos: 

Anexar copia de escritura de inventario solemne de bienes e indicar número, fecha y notaría: 

Nombres de los padres (como aparecen en el registro civil):

 
Padre:


Madre:

Señor(a)
NOTARIO(A) __(número)_ DEL CÍRCULO DE _(municipio/distrito)_

E.  S.  D.
Ref.: Solicitud de matrimonio. 
Respetado(a) Señor(a) Notario(a):

Nosotros(as) __(nombre miembro de pareja 1)__ y _(nombre miembro de pareja 2)_, mayores de edad y vecinos(as) de ___________, e identificados(as) con las cédulas de ciudadanía que aparecen la pie de nuestras firmas, hijos(as) de ___________ y ____________ y de ___________ y ___________ respectivamente, de estado civil ___________, sin impedimento legal para contraer matrimonio, comedidamente manifestamos a Usted que es de nuestra libre y espontánea voluntad celebrar matrimonio civil, de conformidad con lo dispuesto por el Decreto 2668 de 1988, modificado por el Decreto 1556 de 1989. 

En consecuencia solicitamos admitir esta petición y ordenar la publicación del edicto de que trata el artículo 4º del precitado decreto, en la secretaría de su Despacho. 

I. DOCUMENTOS ANEXOS
Acompañamos a la presente petición los siguientes documentos: 

a) Registro civil de nacimiento de _______
b) Registro civil de nacimiento de _______
c) Copia de la cédula de ciudadanía _______
d)  Copia de la cédula de ciudadanía_______
Así mismo, nos permitimos adjuntar a este escrito un formulario que contiene nuestra información personal y los documentos que la acreditan.

II. COMPETENCIA

Es Usted competente para conocer de esta solicitud, teniendo en cuenta que el domicilio de _(nombre miembro de la pareja que resida ahí)_ pertenece a su círculo notarial, de acuerdo con el Decreto 2668 de 1988, modificado por el Decreto 1556 de 1989. 
III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA SOLICITUD

La Corte Constitucional autorizó a las parejas del mismo sexo a contraer matrimonio civil. Esta autorización se deriva de la interpretación más constitucional del punto resolutivo No. 5 de la sentencia C-577 de 2011 que dispone: “si el 20 de junio de 2013 el Congreso de la República no ha expedido la legislación correspondiente, las parejas del mismo sexo podrán acudir ante notario o juez competente a formalizar y solemnizar su vínculo contractual”.
Como se observa, la Corte Constitucional le ordenó con carácter imperativo a los notarios que “formalicen” y “solemnicen” el vínculo contractual de las parejas del mismo sexo, por medio del cual daremos origen formal a nuestras familias, pero no mencionó de forma explícita si para tal efecto podríamos emplear el contrato de matrimonio civil. Por ende, a primera vista la orden quinta pareciera contemplar dos formas posibles de cumplirse: 

- Autorizando la suscripción contratos maritales “innominados” y “atípicos” a las parejas del mismo sexo; o,
- Autorizando la celebración de matrimonios civiles entre las mismas, atendiendo a las reglas del Código Civil en todo lo relativo a su trámite y efectos. 

No obstante, una lectura más detenida de la orden quinta, y coherente con su propósito y con los principios constitucionales que la sustentan, conlleva a descartar la posibilidad de autorizar contratos de pareja innominados y atípicos y obliga a reconocer la posibilidad de celebrar matrimonios entre las parejas del mismo sexo. 
A continuación presentamos las razones jurídicas que soportan esta interpretación, en el siguiente orden: en primer lugar recordaremos que el matrimonio civil es el único contrato con capacidad para dar origen formal a una familia, según normas imperativas o de orden público; en segundo lugar, demostraremos que la familia no puede constituirse a través de contratos innominados; en tercer lugar, expondremos los motivos por los cuales un contrato innominado y atípico no supera el déficit de protección que enfrentamos las parejas del mismo sexo y, por ende, que con ese tipo de contratos no se cumple con las órdenes emitidas por la Corte Constitucional en la sentencia C-577 de 2011. Por último, refutaremos la creencia de que la Constitución (art. 42) y el Código Civil (art. 113) prohíben el matrimonio entre personas del mismo sexo y demostraremos la posibilidad de aplicar por analogía el matrimonio civil entre las mismas.
1. El matrimonio es el único contrato civil que puede dar origen formal a una familia en Colombia 

En términos generales, la sentencia C-577 de 2011 reconoció el carácter de “familia” que ostentan las parejas del mismo sexo, la necesidad de situarnos en un plano de igualdad jurídica con respecto de aquellas conformadas por personas de sexo diferente y la obligación de superar el déficit de protección que nos agobia al carecer de una figura contractual para formalizar nuestros vínculos familiares (a la fecha sólo podemos hacerlo acudiendo a la figura de la Unión Marital de Hecho o unión libre). 
Lo anteriores reconocimientos conducen a sostener que la Corte no autorizó la celebración de cualquier tipo de contrato entre dos personas. En realidad se trata de un contrato para formalizar una familia. Una familia que es el “núcleo fundamental de la sociedad” (art. 42 de la Constitución) y alrededor de la cual tanto la Constitución como la ley han establecido un estatuto de orden público o imperativo que prohíbe la “autonomía de la voluntad” en su reglamentación. En otras palabras, según el derecho de familia colombiano no cabe la posibilidad de que mediante un acuerdo civil innominado y atípico dos personas se constituyan en familia y reglamenten a su voluntad los efectos, los alcances y todas las vicisitudes de su vínculo familiar. 

Por el contrario, en nuestro ordenamiento jurídico sólo el contrato civil de matrimonio puede tener por objeto la constitución formal de una familia
. Al respecto, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que “como la familia es el núcleo de la estructura social, y su protección es una de las funciones esenciales del Estado, el ordenamiento jurídico no deja en manos de los particulares el gobierno arbitrario de esas relaciones de familia, sino que establece deberes y derechos a través de normas de orden público que propenden, precisamente, por hacer que el matrimonio cumpla las expectativas que en él se fincan”
 (énfasis agregado). 
La Corte Suprema también advierte que las relaciones de familia presentes en el contrato de matrimonio producen dos tipos de efectos, personales y patrimoniales, de los cuales los primeros pertenecen a las normas de orden público y, por ende, no son susceptibles de renuncia ni modificación por los contrayentes: 

“Los [efectos] personales se refieren a las personas de los cónyuges y a las mutuas obligaciones y derechos que entre ellos se establecen […] los derechos y deberes que origina en forma inmediata todo matrimonio se caracterizan, en primer lugar, por ser esencialmente de orden público; en segundo lugar, porque no encuentran su fin en sí mismos sino en la realización de las altas finalidades del matrimonio; y en último lugar, porque se encuentran presididos por la total igualdad entre los cónyuges en sus relaciones personales y en las que se establecen con sus hijos.

Todos los derechos y obligaciones de orden personal entre cónyuges, forman parte del orden público familiar; de suerte que los cónyuges no pueden renunciar a ellos dentro del matrimonio, ni tampoco pueden modificarlos. La cláusula en que se hagan estipulaciones en sentido contrario, se tendrá por no escrita […]
”
 (subraya fuera del original).

Así las cosas, es claro que en el ordenamiento jurídico colombiano el único contrato que puede crear una familia es el matrimonio, y que al ser esta una manifestación del derecho de orden público, notarios y particulares carecen de competencia para crear otro contrato que dé origen a un vínculo familiar. 
Por ende, resulta irrazonable interpretar la orden quinta de la sentencia C-577 de 2011 como una autorización de la Corte Constitucional a favor de los notarios para desconocer el derecho de orden público y definir a su criterio el vínculo contractual que emplearán con el fin de solemnizar las relaciones familiares entre las parejas del mismo sexo. 

2. La familia no puede regularse a través de contratos innominados y atípicos
El derecho privado contempla la posibilidad de elaborar contratos innominados y atípicos cuando el negocio jurídico deseado carece de referente normativo y respeta el orden público. Los contratos innominados son aquellos que “no aparecen descritos ni reglamentados en los códigos [….] Son el producto de la imaginación de las partes contratantes, las que, con fundamento en el principio de autonomía de la voluntad, los redactan a su arbitrio. Josserand los llama contratos ‘sobre medida’, ya que las partes los crean según sus necesidades”
. Estos contratos suelen carecer de tipicidad legal
 por no tener una disciplina jurídica propia, ser completamente disconformes con los tipos reglados por la ley, “no encontrar su sede dentro de la ley civil”
 y fundarse en el principio de la autonomía privada, en virtud del cual “las personas pueden crear nuevas figuras contractuales cuando las existentes no logran alcanzar los intereses que se han propuesto”
. 
Al respecto, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que los contratos innominados son aquellos en los que “el producto del querer de los contratantes no se encuadra dentro de los llamados típicos, pero que son permitidos como resultado de la autonomía contractual, y siempre y cuando no quebranten las normas imperativas o de orden público ni los principios o las buenas costumbres”
. Esta corporación igualmente ha sostenido que “los contratos atípicos se encuentran disciplinados, en primer lugar, por el acuerdo negocial, es decir, por las cláusulas ajustadas por las partes, siempre y cuando no sean contrarias a leyes imperativas; por la práctica social habitual; por las normas generales a todo acto jurídico; y, en caso de vacíos, por las normas que gobiernan los contratos típicos afines”
.
Ahora bien, las parejas del mismo sexo tenemos derecho a celebrar un contrato solemne para constituir formalmente nuestras familias (orden quinta, sentencia C-577 de 2011), y en esos términos resulta evidente que la voluntad de las partes (esto es, la formación  de una familia) ya tiene referente contractual en las leyes vigentes (el matrimonio civil), es decir, existe con un contrato típico y nominado a través del cual podemos satisfacer nuestro interés, sin que sea entonces necesario “inventarse” un nuevo contrato al margen de la ley y en contravía con el carácter de orden público del derecho de familia. 
De igual forma, según el principio de “efecto útil” las normas jurídicas no pueden ser interpretadas de manera que produzcan un resultado “manifiestamente absurdo o irrazonable”
. En el presente caso, considerar que la orden quinta de la sentencia      C-577 autorizó crear contratos de familia innominados y atípicos para las parejas del mismo sexo implicaría anular por completo la protección constitucional y legal dispuesta para la familia y permitir que ésta se someta a la discrecionalidad, e incluso arbitrariedad, de sus integrantes. Contratos maritales sin obligaciones mutuas de cuidado y asistencia; sometidos a plazos o a condiciones resolutorias de tipo económico; o susceptibles de anulación unilateral, serían algunos casos moderados de contratos innominados creados por las partes para constituir una familia sin apego al régimen legal de orden público aplicable a esta materia. Claramente una interpretación de esta naturaleza, con resultados absurdos e irrazonables, no podría derivarse de la sentencia en cuestión.

La Corte Constitucional no autorizó la creación de contratos familiares sui generis, que reglamenten caso por caso las necesidades e intereses de las parejas del mismo sexo interesadas en contraer un vínculo de tal naturaleza. Con ello se negaría el carácter de orden público de las normas sobre familia y, así, se abriría la puerta estatutos contractuales específicos, incluso contrarios al derecho civil o a las leyes creadas para proteger a los integrantes más débiles del núcleo esencial de la sociedad. Por consiguiente, la orden quinta de la sentencia C-577 de 2011 debe cumplirse mediante la autorización del matrimonio civil a las parejas del mismo sexo.
3. Con un contrato innominado y atípico no se cumple la orden de la Corte Constitucional de “superar el déficit de protección que enfrentan las parejas del mismo sexo”. Con el contrato de matrimonio civil sí.

La postura según la cual las parejas del mismo sexo sólo podemos celebrar contratos “innominados” y “atípicos” es producto de una interpretación exegética, textual o literal de la orden quinta proferida por la Corte Constitucional en la sentencia C-577 de 2011. 
Este tipo de interpretaciones textuales son válidas si con ellas se llega a resultados coherentes con el fin o el propósito de las normas. La Corte Constitucional “ha admitido la pertinencia y utilidad relativa de este criterio hermenéutico, particularmente cuando es concordante con otras formas de interpretación
”
 (énfasis agregado), es decir, cuando con la lectura exegética de la norma se confirman las conclusiones alcanzadas con las demás formas de interpretación o al menos no se arriba a disposiciones ilógicas o abiertamente irrazonables.

En el presente caso, la interpretación textual o literal de la orden quinta en cuestión desconoce su finalidad y conduce a un resultado absurdo, cual es propiciar la continuación del déficit de protección de las parejas del mismo sexo identificado por la Corte Constitucional en la sentencia C-577 de 2011. 

La razón es muy sencilla: ningún contrato marital innominado y atípico podrá producir nunca los mismos efectos que el contrato de matrimonio civil. De ahí que con la celebración de un contrato de esa naturaleza no se supere el actual déficit de protección que enfrentamos ni se cumpla con la finalidad de la orden quinta de la Corte Constitucional. 

Algunos ejemplos de la ineficacia práctica de un contrato innominado y atípico para proteger a las familias de parejas del mismo sexo y superar el déficit de protección mencionado, son los siguientes: 

· Un contrato innominado y atípico no da origen formal a una familia (pues, se recuerda, el derecho de familia es de orden público o imperativo y, por lo tanto, no está librado a la voluntad de las partes). 

· Un contrato innominado y atípico no brinda acceso al sistema de seguridad social en salud y pensiones en calidad de cónyuge o compañero permanente, ni permite ser beneficiario de los programas estatales y privados dirigidos a proteger y ayudar a las familias (p.ej., a través de subsidios familiares, subsidios a la vivienda, etc.).

· Con un contrato innominado y atípico no son aplicables garantías básicas del debido proceso como la posibilidad de abstenerse de declarar en contra del cónyuge o del compañero permanente (Artículo 33 de la Constitución), ni las reglas constitucionales y legales sobre inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones en materia de función y contratación pública existentes entre cónyuges o compañeros permanentes. 

· Con un contrato innominado y atípico de pareja, las familias no tienen reconocimiento internacional. No podrían entonces proyectar sus efectos en el ámbito del derecho internacional privado ni en los ordenamientos jurídicos de otros Estados, dejándolas desprotegidas en todas las eventuales situaciones que enfrenten más allá de las fronteras colombianas (p. ej., solicitud de visados como pareja, reubicaciones familiares, trámites migratorios, repatriaciones, asilos, etc.).   

· En los contratos innominados y atípicos la reglas de capacidad, el contenido clausular y los procedimientos de celebración y liquidación no están regulados por la ley, sino por las partes, con lo cual se incumpliría la orden constitucional de equiparar el régimen de protección de las parejas del mismo sexo con las de sexo diferente y se prestaría para convalidar relaciones asimétricas de poder entre los miembros de la pareja (p. ej., el/la integrante con mayor capacidad económica podría someter contractualmente a su compañero/a).

· Los contratos innominados y atípicos no permiten la aplicación de leyes que protegen la integridad del núcleo familiar, como aquellas que penalizan la violencia intrafamiliar.

· En un contrato innominado y atípico, salvo estipulación expresa de las partes, no es aplicable el régimen de sucesiones, herencia y bienes del matrimonio civil, lo cual generaría problemas prácticos y dejaría en situación de permanente incertidumbre jurídica a sus suscribientes.

· En un contrato innominado y atípico de pareja no son elementos esenciales los deberes y derechos personales de convivencia, la asistencia mutua y el principio de fidelidad entre cónyuges, como sí ocurre con el matrimonio, con lo cual, de nuevo se nos negaría a las parejas del mismo sexo el acceso al mismo régimen de protección jurídica dispuesto en Colombia para las parejas casadas de sexo diferente. 
· Las parejas unidas mediante un contrato innominado y atípico serán vistas por la sociedad colombiana como familias sin la misma dignidad y derechos de aquellas unidas a través del matrimonio. Esos contratos refuerzan así los prejuicios sociales en contra de nuestras familias e introducen una discriminación “por origen familiar”, proscrita por el artículo 13 de la Constitución.
· Los contratos innominados y atípicos no modifican el estado civil. Según el Decreto 1260 de 1970 el estado civil “de una persona es su situación jurídica en la familia y la sociedad, determina su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, indisponible e imprescriptible, y su asignación corresponde a la ley”
. Dicho estatuto advierte además que el estado civil “de las personas deriva de los hechos, actos y providencias que lo determinan y de la calificación legal de ellos”
. Un contrato marital innominado entre personas del mismo sexo no cambia el estado civil ni  puede anotarse en el registro civil de nacimiento de la persona lesbiana, gay, bisexual, intersexual o trans que lo suscriba, por cuanto los actos susceptibles de incluirse en dicho registro son taxativos y, en materia de familia, se refieren únicamente al contrato de “matrimonio” y a la unión marital de hecho (Cfr., artículos 5º, 44 y 67 a 72 del Decreto 1260 de 1970).

En suma, un contrato innominado y atípico no supera el déficit de protección que enfrentamos las parejas del mismo sexo y, en consecuencia, no cumple con la orden quinta de la Corte Constitucional en la sentencia C-577 de 2011.
Así las cosas, en el presente caso es menester interpretar dicha orden atendiendo a su finalidad, es decir, al objetivo perseguido por la Corte Constitucional al momento de autorizarnos a formalizar nuestras relaciones familiares. Como lo enseña el mismo tribunal, en la interpretación finalística o teleológica se deben consultar los objetivos de la norma confusa para extraer de ahí su sentido deontológico. Así, en la interpretación finalística: 

“La atribución de significado está en función de la finalidad específica del precepto y del cuerpo normativo en el que se inscribe. Para su determinación se puede apelar, entre otras cosas, a la voluntad del órgano de producción normativa expresada en los trabajos preparatorios y en las exposiciones de motivos, a los considerandos del texto normativo, e incluso a las disposiciones legales que expresan los respectivos objetivos”
 . 

La importancia y “la trascendencia de este criterio en la interpretación constitucional”
, en palabras de la Corte Constitucional, “explica la frecuencia con la que se utiliza, tanto para definir el alcance de las disposiciones constitucionales, como el de las normas que son objeto de control”
. 
Pues bien, la sentencia C-577 de 2011 deja claro que su finalidad y la de las órdenes específicas vertidas en su parte resolutiva son la superación del déficit de protección que enfrentamos las  parejas del mismo sexo por ser un tipo de familia reconocido por la Constitución Política (art. 42) que a la fecha no disfruta de un contrato solemne mediante el cual formalicemos nuestras relaciones familiares y accedamos a los mismos derechos y deberes dispuestos para las parejas de sexo diferente en el contrato de matrimonio. 
Muestras de esta finalidad pueden hallarse en la parte motiva de la sentencia C-577 de 2011, en las cuales la Corte Constitucional aclara que con su decisión no se trata de: 

“[D]esconocer el matrimonio heterosexual y su protección constitucionalmente ordenada, sino de atender el imperativo superior de ampliar la cobertura protectora mediante el establecimiento de una institución contractual que responda a las necesidades de protección de las parejas del mismo sexo, a las que les falta un mecanismo que torne factible el reconocimiento formal y solemne de su unión y que contribuya a asignarle deberes y derechos recíprocos a los miembros de la pareja, así como a velar por su efectivo cumplimiento”
 (subraya fuera del original).

Igualmente, la Corte descarta por insuficiente la protección familiar que ofrece la unión marital de hecho, y ordena su incremento a través de un contrato solemne como el matrimonio: 
“La unión marital de hecho con que cuentan las parejas del mismo sexo es alternativa disponible pero insuficiente cuando se trata de la constitución de la familia conformada por la pareja homosexual, porque su previsión como único mecanismo para dar lugar a esa clase de familia implica un déficit de protección […]
[…] Quiere decir lo anterior que para lograr que el derecho al libre desarrollo de la personalidad les sea respetado a los homosexuales y que en el ámbito de las regulaciones sobre la familia se supere el déficit de protección al que están sometidos, hace falta en el ordenamiento una institución contractual, distinta de la unión de hecho, que les permitiera optar entre una constitución de su familia con un grado mayor de formalización y de consecuente protección y la posibilidad de constituirla como una unión de hecho que ya les está reconocida”
 (énfasis agregado).

Vistos entonces los objetivos de la Corte Constitucional con su sentencia C-577 de 2011 y teniendo en cuenta que el Congreso de la República NO ha creado una figura contractual diferente al matrimonio para las parejas del mismo sexo pero que a partir del 20 de junio de 2013 nosotros tenemos derecho de acceder a un contrato solemne de familia, la interpretación finalísitica de la orden quinta en cuestión hace evidente su sentido normativo: 
Autorizar la celebración de contratos de matrimonios entre personas del mismo sexo, por ser este el único contrato vigente en la legislación colombiana con capacidad de crear y regular la institución familiar.
4. Algunas objeciones infundadas

No obstante la claridad del anterior razonamiento, podría argumentarse que: 1) la Constitución establece en su artículo 42 que el matrimonio es entre un hombre y una mujer, 2) la Corte no declaró inconstitucional el artículo 113 del Código Civil en lo correspondiente al matrimonio como un contrato entre un hombre y una mujer; y, 3) que la función notarial y judicial en esta materia es reglada y les está vedado interpretar las normas civiles y emplear el recurso de la analogía. 
Frente a la primera y la segunda objeción es preciso advertir lo siguiente: la Constitución Política no prohíbe el matrimonio entre personas del mismo sexo. Así lo estableció la Corte Constitucional de forma explícita en la sentencia C-577 de 2011 cuando recordó que la mención del matrimonio entre hombre y mujer hecha por el artículo 42 no implica automáticamente la prohibición de otras formas de matrimonio: 
“[E]l artículo 42 manda que el matrimonio sea el vínculo jurídico del que surjan las familias conformadas por parejas heterosexuales, pero de ese mandato no se desprende como consecuencia lógica que se impida la previsión de un mecanismo que les ofrezca a las parejas conformadas por personas del mismo sexo formalizar su unión y decidir, autónomamente, darle la categoría correspondiente a un vínculo jurídico haciendo uso de tal mecanismo.

[…] la Constitución menciona el matrimonio heterosexual y nada dice respecto de las uniones homosexuales, luego no hay texto expreso que sirva de soporte a la pretendida prohibición de establecer una figura o institución que formalice la unión de la pareja homosexual haciendo de ella un vínculo jurídico constitutivo de familia”
.

Según la sentencia C-577 de 2011, el contenido normativo del artículo 42 superior se dirige en realidad a: i) permitir el matrimonio entre individuos de sexo diferente; ii) ordenar que el vínculo contractual que da origen formal a la familia entre parejas de sexo diferente sea el matrimonio; y iii) prohibir la introducción de figuras contractuales alternativas al matrimonio entre dichas parejas o desalentar el acceso al mismo
. 

En tal sentido es importante recordar que las reglas especiales consignadas en el texto constitucional no imponen automáticamente prohibiciones o limitaciones al ordenamiento jurídico:

“Una regla constitucional específica regula positivamente  un grupo de hechos y les adscribe una consecuencia, pero no impide que otros hechos, de acuerdo a la discrecionalidad del legislador, puedan ser circunscritos para asignarles los mismos efectos”
. 

Como el artículo 42 no contiene una regla exceptiva que prohíba la admisión de matrimonios distintos al heterosexual, sino una regla especial que le brinda el matrimonio a las parejas de diferente sexo, no puede derivarse de aquel la prohibición del matrimonio entre personas del mismo sexo
. Según la Corte, la interpretación correcta del primer inciso de este artículo es que no puede suprimirse el matrimonio entre hombres y mujeres. Más allá de este límite al legislador, son legítimas otras formas de matrimonio, siempre y cuando estas no desconozcan derechos fundamentales.
Por otro lado, debe advertirse que la Corte Constitucional tampoco declaró inexequible la ley 54 de 1990 en lo correspondiente a las uniones maritales de hecho como parejas de hombre y mujeres. Sin embargo, en virtud de la interpretación acogida por la misma Corte en la sentencia C-075 de 2007 las parejas del mismo sexo pueden acceder a ese tipo de familia. 
Además, la Corte no podía declarar inconstitucional una norma inferior que reproduce el sentido literal de una norma constitucional. Lo que sí hizo la Corte fue advertir tajantemente que ni la norma inferior (art. 113 del Código Civil) ni la superior (art. 42 de la Constitución) prohíben el matrimonio entre personas del mismo sexo.
Por lo tanto, la particular redacción que aún posee en artículo 113 del Código Civil no representa un obstáculo jurídico para la aplicación analógica del matrimonio a las parejas homosexuales.

Este punto nos lleva a la tercera eventual objeción que pueda plantearse sobre la hermenéutica aquí propuesta de la orden quinta proferida por la Corte en la sentencia C-577 de 2011. Consiste en que las funciones notariales son regladas y, por ende, les estaría vedado a los notarios interpretar las normas civiles y recurrir a la analogía. 

Al respecto, hay que aclarar que todo el ordenamiento jurídico, y no sólo sus normas confusas, es objeto de interpretación antes de aplicarse. Como establece la Corte Constitucional, todo el conjunto de leyes y normas deben interpretarse a la luz de la Constitución y los derechos de las personas, con el fin de poderlas aplicar a casos concretos. Así por ejemplo, en la sentencia C-539 de 2011 la Corte reconoció la obligación que tienen las autoridades administrativas de “interpretar” las normas de conformidad con la ley superior y el precedente constitucional, en aras de lograr su adecuada aplicación: 
“Esta obligación por parte de las autoridades administrativas de interpretar y aplicar las normas a los casos en concreto de conformidad con la Constitución y con el precedente judicial constitucional fijado por esta Corporación, ha sido reiterada en múltiples oportunidades por esta Sala, poniendo de relieve el deber de las autoridades administrativas de ir más allá de las normas de inferior jerarquía para aplicar principios, valores y derechos constitucionales, y de aplicarlos en aras de protegerlos y garantizarlos
”.

La obligación de interpretar las normas a la luz de la Constitución, el precedente constitucional y los derechos de las personas también debe cumplirse por los jueces, pues como autoridades públicas les corresponde “garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución” (Art. 2º de la Constitución), y “proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades [así como] asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares” (Ídem).
En consecuencia, resulta infundada la objeción sobre la imposibilidad de interpretar tanto la orden quinta de la sentencia C-577 de 2011 como el Código Civil para determinar el sentido de la obligación exigible a notarios y jueces a partir del 20 de junio de 2013 y derivar de aquellas normas la posibilidad de celebrar contratos de matrimonio entre personas del mismo sexo. 

Adicionalmente, los notarios son competentes para interpretar la voluntad de los usuarios que solicitan sus servicios y aplicar las normas sustanciales que consideren adecuadas a los fines prácticos que persiguen. Dicha facultad la otorga el artículo 15 del Decreto 960 de 1970 en los siguientes términos: 
Artículo 15. Objeto de la escritura pública. Cuando el Notario redacte el instrumento, deberá averiguar los fines prácticos y jurídicos que los otorgantes se proponen alcanzar con sus declaraciones, para que queden fielmente expresados en el instrumento; indicará el acto o contrato con su denominación legal si la tuviere, y al extender el instrumento velará porque contenga los elementos esenciales y naturales propios de aquel, y las estipulaciones especiales que los interesados acuerden o indique el declarante único, redactado todo en lenguaje sencillo, jurídico y preciso”.

Por otro lado, los notarios tienen el deber de aplicar por analogía las normas del matrimonio civil a las parejas del mismo sexo, ante la inexistencia de otro instituto o contrato regulado por la ley que satisfaga la orden constitucional de “superar el déficit de protección” que actualmente enfrentamos.

La ley colombiana autoriza el recurso a la analogía ante situaciones no previstas por el ordenamiento jurídico que demandan respuesta estatal y poseen un instituto o un referente jurídico similar en la ley. Según el artículo 8º de la Ley 153 de 1887: “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes, y en su defecto la doctrina constitucional y las reglas generales de derecho”
. 
Pues bien, en el presente caso tenemos que la Corte Constitucional exhortó al Congreso de la República a regular el vínculo marital por medio del cual las parejas del mismo podríamos crear formalmente nuestras familias, pero al mismo tiempo advirtió que si para el 20 de junio de 2013 no lo hacía, en todo caso tenemos derecho a formalizar nuestra relación ante los notarios. Como no existe ley que indique cuál contrato debe celebrarse en estos casos y, ya quedó demostrado que, no puede ser un contrato “innominado” y “atípico” (por cuanto sería contrario al orden público y no se superaría el déficit de protección identificado por la Corte Constitucional), lo procedente es llenar este vacío empleando de forma analógica el contrato de matrimonio civil. 

De acuerdo con la Corte Suprema de Justicia, “La analogía supone que ante una misma razón de hecho debe existir una misma disposición de derecho, vale decir que ella se posibilita en tanto a un caso concreto no regulado por norma positiva se le aplica la legislación prevista para otro similar, lo cual implica desde luego que los dos casos -el regulado legalmente y el no previsto en la ley- deben poseer una misma estructura, una idéntica ratio juris. En ese orden, la analogía debe entenderse como una herramienta hermenéutica en el propósito de eliminar las eventuales lagunas jurídicas”
 (énfasis nuestro). 
La analogía ha sido empleada por la Corte Suprema de Justicia en diferentes oportunidades. Una de ellas fue la sentencia del 13 de agosto de 1982, Sala de Casación Laboral, que respaldó el uso de la misma frente a una convención colectiva que ordenaba “el reintegro por el juez” de trabajadores oficiales despedidos sin justa causa, pero no desarrollaba las condiciones y aspectos procesales del eventual reintegro. Ante este vacío, lo procedente según la Corte fue aplicar supletivamente el Código Sustantivo del Trabajo aun cuando los trabajadores públicos no fuesen sus directos destinatarios. En palabras de la Corte Suprema, en este caso: “la analogía es válida pese a que la norma de aplicación supletoria, la que se tiene como paradigma, no sea directamente aplicable a los trabajadores oficiales, conforme lo reconoce el Juez. Más bien, precisamente porque no existe norma que corresponda exactamente al caso controvertido (CST., art. 19 [sobre analogía])”.

En esta misma providencia, la Corte Suprema de Justicia aclaró otros aspectos importantes de la analogía: 

“[L]a aplicación analógica constituye un sistema de integración o subsunción jurídica indispensable, que permite acudir a las fuentes reales del derecho, consultando la equidad y la buena fe, cuando las formales se agotan dejando sin embargo lagunas que suelen ser inevitables y que de otra parte el fallador debe llenar, necesariamente, puesto que no puede rehusarse a juzgar pretextando silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley, so pena de incurrir en responsabilidad por denegación de justicia (ley 153 de 1887, art. 48) […]

En el presente caso se cumplen estos postulados, y además, en la ‘similitud’ de normas que encontró y aplicó el a-quo, se dan los dos elementos necesarios para la aplicación de la analogía, según la doctrina, a saber: una regulación no prevista en la norma que se aplica (en este caso la convención colectiva), y una norma legal que regula un caso semejante […]”
 (énfasis agregado).

En igual sentido se ha pronunciado la Corte Constitucional, para quien la analogía implica resolver un caso con una norma relativa a hechos semejantes, sin que tal proceder implique apartarse del imperio de la ley o incurrir en una extralimitación de funciones:  

 “La analogía es la aplicación de la ley a situaciones no contempladas expresamente en ella, pero que sólo difieren de las que sí lo están en aspectos jurídicamente irrelevantes, es decir, ajenos a aquéllos que explican y fundamentan la ratio juris o razón de ser de la norma. […] Discernir los aspectos relevantes de los irrelevantes implica, desde luego, un esfuerzo interpretativo que en nada difiere del que ordinariamente tiene que realizar el juez para determinar si un caso particular es o no subsumible en una norma de carácter general. La analogía no constituye una fuente autónoma, diferente de la legislación. El juez que acude a ella no hace nada distinto de atenerse al imperio de la ley. Su consagración en la disposición que se examina resulta, pues, a tono con el artículo 230 de la Constitución”
.

Con respecto a los requisitos para su utilización, la Corte ha señalado que son tres: 

“El principio de la analogía consagrado en nuestro ordenamiento jurídico, supone la presencia de tres (3) elementos para su configuración:

1. Ausencia de norma exactamente aplicable al caso en cuestión; 

2. Que el caso previsto por la norma sea similar o semejante al asunto carente de norma o previsión por el legislador;

3.  Que exista la misma razón, motivo o fundamento para aplicar al caso no previsto el precepto normativo”
.

En otras palabras, para la Corte Constitucional “la analogía exige que se establezca claramente la ratio de la disposición y aquello de la esencia de los hechos contenidos en la norma (supuesto de hecho) que lo hace similar al hecho al cual se pretende aplicar la norma. Es decir, de manera similar que el precedente, exige demostrar que los hechos relevantes son, si bien no idénticos, muy cercanos en aquello que los caracteriza”
 (énfasis agregado).
En el presente caso, es procedente la aplicación analógica de las normas que regulan el matrimonio civil a las parejas del mismo sexo, por cuanto:

1) No existe ley que defina y desarrolle el contrato reconocido en la orden quinta de la sentencia C-577 de 2011; 
2) Las parejas del mismo sexo perseguimos los mismos fines y somos titulares de la misma dignidad y los mismos derechos fundamentales en cabeza de las parejas de sexo diferente que formalizan su familia mediante el matrimonio del Código Civil; y,

3) El matrimonio civil tiene el mismo fundamento y cumple con los mismos objetivos de la figura contractual autorizada por la Corte Constitucional en la orden quinta de la sentencia C-577. 

Además, como se demostró previamente, el único contrato solemne y formal que existe el Colombia con el fin de constituir formalmente una familia, cambiar el estado civil de sus miembros y hacerlos titulares de múltiples derechos y deberes encaminados a proteger el adecuado desenvolvimiento de sus relaciones familiares, es el matrimonio. Por ende, cuando las parejas del mismo sexo acudimos ante los notarios a solemnizar nuestras relaciones de familia perseguimos los mismos fines y objetivos inmersos en el contrato de matrimonio civil. 
CONCLUSIONES
La presente solicitud es procedente toda vez que la Corte Constitucional nos autorizó en la sentencia C-577 de 2011 a formalizar nuestras relaciones de familia mediante un contrato solemne y formal con los mismos alcances, finalidades y derechos del contrato de matrimonio civil. 

Además, en la actualidad el único contrato que puede dar origen formal a una familia en Colombia es el matrimonio. En consecuencia, por tratarse de normas de orden público, les está vedado a los particulares, a las autoridades judiciales y a los notarios crear contratos innominados y atípicos para cumplir con la orden de la Corte Constitucional.

También demostramos que bajo ninguna óptica un contrato innominado y atípico podría superar el déficit de protección que enfrentamos las parejas del mismo sexo, pues no serviría para modificar nuestro estado civil ni acceder a los derechos y los deberes previstos en el matrimonio civil. 

Por otra parte, comprobamos que ni el artículo 42 de la Constitución ni el 113 del Código Civil prohíben el matrimonio entre personas del mismo sexo. Simplemente se limitan a consagrar una de las formas de matrimonio válidas en nuestro ordenamiento jurídico.

Finalmente, explicamos las razones por las cuales los notarios son competentes para interpretar las normas del Código Civil y la orden quinta de la sentencia C-577 de 2011, con el fin de aplicar por analogía el matrimonio civil a las parejas del mismo sexo. 

Por estos motivos, es preciso concluir que la única manera de cumplir con el mandato imperativo fijado por la orden quinta de la sentencia C-577 de 2011 es con la autorización del matrimonio civil ahora solicitado.

Con base en lo anterior, de forma respetuosa le rogamos admitir y dar trámite a la presente solicitud de matrimonio.
IV. NOTIFICACIONES

Indicar ciudad, dirección y teléfono donde los contrayentes desean recibir las notificaciones 

Con el debido respecto del (de la) Señor(a) Notario(a),

___(nombre y firma de miembro 1 de la pareja)___
C.C.

___(nombre y firma de miembro 2 de la pareja)___
C.C.
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� Sobre el primer objetivo, la Corte sostuvo que el artículo 42 superior permite el matrimonio “entre heterosexuales” y al hacerlo “expresa el componente de derechos fundamentales ligado a la decisión voluntaria de contraer matrimonio y de constituir una familia por ese medio”. En cuanto al segundo objetivo, indicó que “el Constituyente manda que el vínculo jurídico que da lugar a la familia heterosexual no sea otro que ‘la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio’, razón por la cual, tratándose de las parejas heterosexuales, el legislador ha de contemplar el matrimonio como único vínculo jurídico al que pueden aspirar los miembros de esas parejas que voluntariamente decidan formalizar su unión”. Finalmente, según la Corte Constitucional el artículo 42 prohíbe “en el caso de las parejas conformadas por mujer y hombre”, que el legislador introduzca “una forma de originar un vínculo jurídico constitutivo de la familia heterosexual distinto del constitucionalmente protegido” o que desaliente el acceso voluntario de las parejas de distinto sexo al matrimonio.
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